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Resumen 
     Los efectos de un Sistemas de Salud deficiente día a día, ocasionan que las necesidades 
médicas derivadas de los ordenamientos que los médicos tratantes prescriben a sus usuarios , 
sean desconocidos  masivamente, por parte de las EPS forzando  a los perjudicados a presentar 
acciones  de tutela  que a pesar de ser fallados a su favor, son burlados  y no acatados por parte  
de las entidades accionadas, lo cual  conlleva a presentar incidentes de desacato cuyas sanciones 
no alcanzan a ser verdaderamente coercitivas para lograr la garantía del pleno derecho tutelado, 
convirtiendo esto una  perpetuación de la vulneración  del derecho sin una solución y garantía 
efectiva del derecho fundamental, ocasionando de paso graves efectos  a la Salud, la Integridad 
Física y  hasta la vida. 
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The effects of  the health systems  are more unsatisfactory  day after day, causing medical 
needs derived from the orderings the treating physicians prescribe to its users. They  are 
massively unknown by the EPS's, forcing the injured to present sues, although  being ruled in 
their favor, are dodged and not accepted by the entities that are sued, which leads to the 
presentation of incidents of contempt whose sanctions are not truly coercive to achieve the 
guarantee of the full protected right, turning this into a perpetuation of the violation of the right 
without an effective solution and  guarantee of the fundamental right, causing serious effects on 
Health, Physical Integrity and life. 
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      Uno de los fundamentos esenciales del Estado Social de Derecho, es la posibilidad que sus 
asociados exijan directamente de las autoridades, el respeto y garantía de sus derechos 
fundamentales, a través de la Acción Constitucional de Tutela, la misma debe estar revestida de 
completos y efectivos medios de coerción que realmente puedan lograr desarrollar los fines, 
principios y valores del mismo. 
 
Es por lo anterior que el análisis y planteamiento que se pretende hacer con este proyecto 
de investigación, tiene como utilidad el poder comprender que se requieren de nuevos, diferentes 
y rigurosos mecanismos  legales de coacción, que  realmente obliguen a las entidades prestadoras 




El objetivo sustancial del presente artículo es el estudio concreto de las implicaciones para el 
derecho fundamental a la Salud de los pacientes que interponen incidentes de desacato, cuando 
se tutelan sus  derechos a través de  un fallo constitucional , en ocasión del método de defensa 
que emplean algunas EPS-S, para evadir la responsabilidad del cumplimiento de los efectos que 
acarrea ser sancionado al término del trámite incidental de desacato, en atención a que la 
aplicación de la sanción de arresto y la multa, como métodos coercitivos ,se ven burlados cuando 
se  reforma  la representación legal de la entidad accionada  y se recurre a otra acción de tutela 
para atacar la sanción de desacato, bajo el argumento de no tener ya el poder dispositivo ni la 
 
4 carga subjetiva de responsabilidad, adentro de la entidad que permita desplegar actividades 
administrativas tendientes a cumplir con la orden constitucional que ampara el derecho a la 
salud. 
 
La metodología implementada es de análisis  documental, debido a que se realizará un 
sondeo de la doctrina, la  legislación y la jurisprudencia que ha tratado el desarrollo del derecho 
fundamental a la Salud en Colombia, la acción de tutela como su  mecanismo de protección, el 
incidente de desacato como procedimiento legal y coercitivo para lograr el cumplimiento de la 
orden constitucional y  finalmente la estrategia no garantista  ni respetuosa de los derechos de los 
asociados  en el contexto de un Estado Social de Derecho, de cambiar la representación legal  de 
la entidad y recurrir a otra acción de tutela, con el fin de evadir las consecuencias sancionatorias 













5 El derecho a la Salud, en Colombia. 
 
El artículo 10 del Protocolo Adicional a la Convención Americana de Derechos 
Humanos De Derechos Económicos, Sociales y Culturales,  define el derecho a la Salud, como el 
‘‘disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y social ’’, de igual manera la 
Organización Mundial de la Salud, la definió  como ‘‘un estado de completo bienestar físico, 
mental y social, y no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades ’’ 
 
La positivización de este derecho en nuestro ordenamiento jurídico, fue a través de los 
artículos 44 y 49 de la Constitución Política, como un derecho  congénito a la persona, pero de 
acuerdo a la localización  normativa que el constituyente le dio, fue la de un derecho  puramente  
prestacional, ya con la evolución jurisprudencial  se convirtió en un derecho con una doble 
concepción, fundamental y asistencial, posteriormente se utilizó la figura de la conexidad con  el 
derecho a la vida, para quedarse finalmente como un derecho fundamental autónomo, con un 
desarrollo normativo expreso, a través de la Ley Estatutaria de Justicia 1751 de 2015. 
 
Para identificar los elementos y principios esenciales del derecho fundamental a la Salud, 
nos remitiremos al artículo  6 de la precitada ley,  siendo enfáticos en los que más se relacionan 
con el problema jurídico a resolver; estos son Disponibilidad, Accesibilidad, Universalidad, 
Continuidad, Oportunidad, Prevalencia de derechos, Progresividad del derecho, Libre 
elección y Eficiencia.  
 
 
6 Principios que se materializan en y a través del Sistema de Salud, siendo este definido 
como  un ‘‘conjunto articulado y armónico de principios y normas; políticas públicas; 
instituciones; competencias y procedimientos; facultades, obligaciones, derechos y deberes; 
financiamiento; controles; información y evaluación, que el Estado disponga para la garantía y 
materialización del derecho fundamental de la salud ’’ 
 
El Sistema de Salud en Colombia, fue instituido por la Ley 100 de 1993, y sus  
características esenciales se encuentran contenidas en el artículo 156 de la misma norma, los 
cuales tienen a grandes rasgos  características,  de  generalidad, cuando prescribió que ‘‘ todos 
los habitantes en Colombia deben estar afiliados al Sistema General de Seguridad Social en 
Salud, previo pago de cotización personal o de forma subsidiada con  ‘‘ recursos fiscales, de 
solidaridad y los ingresos propios de los entes territoriales ’’, señalando que para el primero se 
llama régimen contributivo  y para el segundo subsidiado.  
 
Al crear la figura de las Entidades Promotoras de Salud, les señaló como deber el de 
‘‘suministrar el Plan Obligatorio de Salud a cualquier persona que desee afiliarse y pague la 
cotización o tenga el subsidio correspondiente ’’;  respecto su sostenimiento indicó que ‘‘recibirá 
una Unidad de Pago por Capitación - UPC - que será establecida periódicamente por el Consejo 
Nacional de Seguridad Social en Salud ’’; pudiendo incluso ‘‘prestar servicios directos a sus 
afiliados por medio de sus propias Instituciones Prestadoras de Salud, o contratar con 




7 En tantos años de vigencia de  la ley 100 de 1993, que enmarca todo el sistema general 
de salud, existen muchas críticas y escritos al respecto, no obstante se podrían  enmarcar en dos 
grandes males; el primero la falta de vigilancia y control del estado, a pesar que siempre han 
existido corporaciones gubernamentales que por función constitucional tienen tales tareas, la 
misma nunca se ha hecho con la seriedad y profundidad que se debe, prueba de ello son los altos 
índices de inconformidad, demandas por muerte de pacientes o  por responsabilidad civil o 
estatal médica, la segunda tiene que ver  con el mercantilismo que la misma ley ha dejado hacer 
a las EPS con los recursos del sistema, al permitir que sus ganancias crezcan , sacrificando la 
eficiencia y calidad, creando  esas  barreras que precisamente se intentan destruir, mediante  las 
acciones constitucionales de tutela. 
 
Ejemplos de este nefasto  modus operandi, es que niegan servicios a sabiendas de la 
necesidad médica y científica del mismo, o se prescriben medicamentos de bajo costo, en calidad 
de paliativos transitorios. 
 
Frente a otras falencias del sistema, Jiménez ( 2013) expresó:  
 
“Esto de igual manera ha promovido la creación de monopolios. Las EPS al 
contar con sus propias IPS, hacen que las últimas cobren a las primeras los 
medicamentos y demás servicios que prestan a precios más altos de los 
verdaderos, pero como son los mismos dueños los que terminan recibiendo 




 Además, la crisis hospitalaria se debe a que las EPS mantienen un trato 
diferente con las IPS que no hacen parte de su conglomerado. Han 
establecido tarifas muy bajas para los servicios que estas instituciones 
prestan, y demoran el pago de lo poco que les pagan. Esto se ha traducido en 
insostenibilidad fiscal para los hospitales. Del mismo modo, las EPS se 
asociaron para manipular las tarifas de los medicamentos para cobrarlos, o 
recobrarlos al FOSYGA por precios más altos de los reales”. 
 
 MECANISMOS DE PROTECCION DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. 
 ACCION DE TUTELA  
La lógica jurídica nos enseña que parte del fundamento de la existencia y utilidad de la  
existencia del derecho, es la protección del mismo, a fin de evitar que la prerrogativa se convierta 
en letra muerta, es por ello que la Asamblea Nacional Constituyente conocedora de la 
importancia de un instrumento jurídico que hiciera valer  y respetar los derechos fundamentales 
en el  contexto del naciente  Estado Social de Derecho , creó el mecanismo o herramienta de 
protección conocida como Acción Constitucional de Tutela, precaviendo en todo caso que fuera 
de fácil acceso, de fácil utilización,  sin mayores complejos o ritualidades y con amplias 
posibilidades de utilización por toda aquella persona letrada o iletrada, actuando en nombre 
propio, por sí misma o por interpuesta persona a través de Agencia Oficiosa o de un profesional 
del Derecho, creyera encontrar sus prerrogativas fundamentales en vilo , por parte de una 
autoridad o de los  particulares, en los casos expresamente determinados por la ley, pudiendo 
 
9 incluso expresar sus hechos y fundamentos de manera verbal ante cualquier  Juez de la 
Republica. 
Fue así como quedó instituida en el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, como 
mecanismo de protección para los derechos de Primera Generación o Derechos Fundamentales 
reconocidos y contenidos como tal en la misma obra, en los artículos 11 al 41, siendo 
posteriormente reglamentada a través del Decreto con fuerza de Ley 2591 de 1991 del 19 de 
Noviembre de 1991 ,expedido por el señor presidente de la época, en uso de las facultades 
otorgadas por el  literal B)  del artículo 5 transitorio de la  misma Carta Magna  Política , y 
posteriormente reglamentado por el Decreto Presidencial 306 del 19 de febrero de 1992. 
Resulta oportuno mencionar que ha sido tal la acogida de ese instrumento judicial en los 
últimos 19 años, que ‘‘ Se han resuelto cerca de siete millones de peticiones , indicando que 
según  revelaciones hechas por la presidenta del Consejo Superior de la Judicatura, de los 
7.041.266 amparos solicitados en el territorio nacional se tomaron 6.906.541 decisiones 
definitivas’’.(Ámbito jurídico,8 de julio de 2016, General). 
Por último y antes de pasar a exponer los elementos esenciales de este importante 
instrumento de protección jurídica, se dirá que  la Acción de tutela en adelante figurada como  
(A.T),  se conoce como acción sui generis,  por cuanto cuenta con tres elementos que la hacen 
completamente diferente a los demás: La prevalencia del Derecho Sustancial, La Economía 
Procesal y la Eficacia. 
La primera versa sobre la prohibición que tiene el Juez de tutela de aplicar el exceso de ritualidad 
manifiesta, con apego a excesivo a las formas por encima de la necesidad de reconocimiento y 
amparo de los derechos fundamentales de quien lo invoca. Así lo expresó Patiño (2013), 
 
10 ‘‘Es una práctica correctiva de la actividad procesal, que como tal, no admite ninguna 
conceptualización dogmática, pues no puede encerrarse en las estrechas paredes de 
una definición. Por esto la determinación de cuando una decisión jurisdiccional ha 
incurrido en un defecto procedimental por exceso de ritual manifiesto dependerá de que 
se cumplan varias condiciones: primera, que se trate de una decisión judicial tomada 
luego de agotar un procedimiento en el que se evidencie el desconocimiento de una 
norma procesal, bien porque se aplique un formalismo de manera mecánica, ciega e 
inconsciente, desconociendo la prevalencia del derecho sustancial sobre las formas que 
son un instrumento o medio para la realización de aquel y no fines en sí mismas (T-264 
de 2009 y T-268 de 2010);segunda, que atendiendo a las circunstancias particulares 
del caso concreto, la aplicación de la norma procesal o su no aplicación, resulte 
excesiva porque no cumple con la finalidad de ser un medio para la aplicación del 
derecho sustancial.( P. 687) 
 
Respecto de la Economía procesal, se puede definir desde la principialística del proceso, 
como el deber de tratar de obtenerse el mayor resultado posible con un exiguo empleo de la 
actividad procesal, velando por la abreviación y simplificación de los términos, aspecto de 
magna relevancia si se tiene en cuenta que solamente se cuenta con 10 días para su conocimiento 
y fallo. 
Por último la eficacia como elemento rector sine qua non de su procedencia, toda vez que su 
objetivo central es la protección actual, inmediata y efectiva de los derechos fundamentales de 
quien lo invoca, lo cual conexa con el ejercicio espacio temporal de la misma, a fin de no resultar 
inocuo o permisivo respecto de aquel quien acudió tardíamente al amparo de la misma. 
 
11 De los elementos generales de la Acción de Tutela. 
Sujetos procesales. 
Se dirá que existen dos tipos de sujetos, aquel quien ejerce la acción y aquel en contra de 
quien se ejecuta la acción, frente al concepto de acción se hace necesario explicar el concepto de 
legitimación por activa, entendida esta como la posibilidad que tiene la parte interesada en acudir 
a la Jurisdicción por sí sola, cuando son sus propios derechos los que se ven conculcados, en 
representación de otra cuando se tiene la representación legal, como por ejemplo en los menores 
de edad, cuando se hace en calidad de apoderado judicial del afectado o por ultimo cuando se 
actúa en calidad de agente oficioso, debido a la imposibilidad física del afectado para llevar a 
cabo la petición de  amparo  de sus derechos, verbigracia en los casos de un enfermo, un privado 
de la libertad  o un incapaz mental.  
Adicional a ello y de conformidad con el Articulo 10 del Decreto 2591 de 1991, también 
pueden ejercer la acción, los Defensores del Pueblo y los Personeros municipales. 
A su turno la legitimidad por pasiva,  versa sobre el destinatario de la acción, que de 
conformidad con el artículo 86  superior, puede recaer en contra de cualquier autoridad pública 
que amenace libertades fundamentales y eventualmente contra particulares, siempre y cuando el 
particular tenga a su cargo la prestación de un servicio público, que su acción u omisión afecte 
grave y directamente el intereses colectivo o en relación de quienes el petente se halle en estado 
de subordinación  o indefensión.  
 Competencia  
Si bien desde la creación de esta figura se sostuvo legal y  jurisprudencialmente que cualquier 
juez de la republica del lugar donde hayan ocurrido los hechos era el competente, la evolución de 
la misma, los factores de congestión y las políticas propias del estado, han hecho que el tipo de 
 
12 juez de conocimiento constitucional varié, prueba de ello es que actualmente se encuentra en 
vigencia una novísima legislación de competencia – Decreto 1893 de 2017, dictada en el  año 
2017 por el Gobierno Nacional, fijando que las tutelas dirigidas contra cualquier autoridad, 
organismo o entidad pública del orden departamental, distrital o municipal y contra particulares, 
serán competencia de los Jueces Municipales. 
Si las pretensiones se dirigen contra autoridades, organismos  o entidades del orden nacional,  
tendrían como destino los Jueces del Circuito o de igual categoría y por ultimo si se dirige en 
contra de altos dignatarios del Estado se repartirán entre los Tribunales Superiores de Distrito 
Judicial o Tribunales Administrativos. 
 Aspectos  Procesales y de Contenido. 
Parte de la primacía de lo sustancial sobre lo procesal ya explicado, tiene su fundamento en el 
contenido que debe tener el escrito petitorio de derechos, iniciando por una relación de los 
derechos fundamentales presuntamente vulnerados, la individualización de la autoridad pública o 
el particular en cabeza de quien deriva  la acción u omisión que da lugar a la violación, las 
pruebas o petición de ellas que se quieren tener en cuenta para el fallos y los demás elementos 
básicos, como dirección para notificación etc. 
De considerarse que se deben tomar medidas cautelares que prevengan el acaecimiento de 
circunstancias de agravación o de acaecimiento de un perjuicio irremediable, deberá dedicarse un 
acápite específico para ello, en el que se expongan la pertinencia de la medida y la conservación 
del derecho invocado.  
Una vez repartida o presentada en el despacho del Juez de tutela, se hará la respectiva 
admisión y vinculación de considerarse necesario y se resolverá de la petición de medida cautelar 
si a ello hubiere lugar. 
 
13 El Juez de tutela tendrá diez (10) días contados al día siguiente de la admisión para 
determinar si la accionada o demandada vulneró los derechos fundamentales del actor, 
profiriendo una orden que como lo dijo la Guardiana de la Constitución en sentencia T-086 del 
2003. 
“Pueden ser de diverso tipo y, por lo tanto, su simplicidad o complejidad es una 
cuestión de grado. No obstante, se puede decir que una orden de tutela es simple 
cuando comprende una sola decisión de hacer o de abstenerse de hacer algo que se 
encuentra dentro de la órbita de control exclusivo de la persona destinataria de la 
orden y se puede adoptar y ejecutar en corto tiempo, usualmente mediante una sola 
decisión o acto Por el contrario una orden de tutela es compleja cuando conlleva un 
conjunto de acciones u omisiones que sobrepasan la órbita de control exclusivo de la 
persona destinataria de la orden, y, con frecuencia, requieren de un plazo superior a 
48 horas para que el cumplimiento sea pleno”.(p:2)  
Por ultimo quisiera llamar la atención del lector, un elemento bastante  peculiar de la A.T 
como lo es la preferencia, pues sobre este punto recaerá una de las conclusiones del trabajo 
investigativo, tratándose este según el artículo 15 del Decreto 2591 de 1991, de la obligación que 
tiene el Juez de tutela de dar absoluta preponderancia al reparto de la acción en sus procesos a 
despacho, salvo por encima del habeas corpus, lo cual textualmente paraliza y focaliza la 
atención del sustanciador , quedándole vedado extralimitar el tiempo máximo de decisión, lo 
cual es positivo para la acción pero con efecto colateral de los demás derechos por reconocer en 
el resto de procesos ordinarios de conocimiento. 
Del incidente de desacato como mecanismo jurídico de cumplimiento. 
 
14 Rememórese que si en algo se diferencian los poderes públicos de un estado autoritario y  
uno  democrático, es la existencia y reconocimiento de garantías individuales fundamentales, con 
verdaderos instrumentos de protección y cumplimiento, pues de nada sirve tener un plexo 
normativo que prometa un mundo feliz en palabras de  Aldous Huxley, sin leyes y jueces reales 
que obliguen a las autoridades a cumplir sus fallos, en aras de: 
“La consecución material de los fines esenciales del Estado, como son la 
realización efectiva de los principios, derechos y deberes consagrados en la Carta, 
el mantenimiento de la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo 
(Preámbulo, arts. 1° y 2°). Y por la otra, en cuanto dicha omisión contraría, 
además de las normas constitucionales que regulan la acción de tutela y el derecho 
infringido, también aquellas que reconocen en el valor de la justicia y en los 
derechos al debido proceso y al acceso efectivo a la administración de justicia, 
pilares fundamentales del modelo de Estado Social de Derecho” (arts. 29, 86 y 
230).   (p.11 y 12)    
Por fortuna en nuestro modelo de Estado Social de Derecho existe el incidente de desacato 
como mecanismo constitucional y legal, con fines coercitivos, disuasivos de la autoridad pública 
o del particular obligado, según sea el caso,  para cumplir con los efectos jurídicos emanados de 
la decisión del Juez  vigía a través de su fallo. 
La reglamentación de esta utilidad legal se encuentra contenida en el Articulo 52 del Decreto 
2591 de 1991, a cuyo término y después de agotadas las etapas de requerimiento previo, 
apertura, decreto de pruebas, sanción y grado jurisdiccional de consulta, se puede sancionar con 
arresto de hasta seis ( 6)  meses y hasta veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 
sin exclusión de las consecuencias penales  que acarrea el desconocimiento de la resolución  o 
 
15 fallo judicial, sin que su objetivo primordial sea la sanción, sino más bien la ejecución de la 
orden del Juez y el  goce efectivo del Derecho fundamental. 
Como  característica  especial se dirá que el Juez competente para avocar el conocimiento es  
el mismo que profirió la acción de tutela, a petición de parte, del Ministerio Publico o la 
Defensoría del Pueblo, sin que para tal acto de conocimiento se necesite estar ejecutoriado, o lo 
que es lo mismo, que la Corte Constitucional la haya excluido de revisión,  debiendo tener en 
cuenta los alcances de la decisión de segunda instancia en caso de haber sido apelada o revisada  
por la alta corporación. 
Procedimiento del incidente de desacato.  
Para ilustrar el procedimiento prescrito por  la normatividad vigente y la sentencia de 
constitucionalidad  C-367 de 2014, que  estableció el término de resolución del trámite incidental 
así como de sus reglas y procedimiento, se considera útil organizar la siguiente información de 
origen institucional.  
Tabla 1 
Procedimiento Incidente de desacato. 
PASO ACTIVIDAD DESCRIPCIÓN DE LA ACTIVIDAD 
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Recibir el escrito de incidente de 
desacato por el Juzgado  
 
Recibe escrito de incidente de desacato junto con la copia del 
fallo y el número de copias requeridas para los traslados a las 
partes.  
Se verifica que el fallo de tutela lo conozca el Juzgado, se da el 
recibido al escrito, consignando fecha, hora y número de folios. 
En caso de que el incidente de desacato haya sido reasignado, se 





Registrar el incidente de desacato  Registra el escrito de incidente de desacato en el libro radicador y 






Avocar incidente de desacato Mediante auto de trámite el Juzgado asume el conocimiento del 





Determinar el responsable del 
cumplimiento del fallo 
El Despacho determina quién es el responsable del cumplimiento 









Elaborar  comunicaciones  
Libra por secretaría del Juzgado la comunicación respectiva al 
representante legal de la(s) entidad(es) que incumple(n) el fallo de 
tutela, resaltando que se deberá emitir respuesta dentro de las 
cuarenta y ocho horas siguientes al recibimiento de la(s) 
comunicación(es). Se solicitará en el oficio, si es del caso, allegar 








Entregar comunicaciones al Centro 
de Servicios Judiciales para su 
trámite   
Entrega en ventanilla de recepción a juzgados del Centro de 
Servicios la comunicación respectiva para su notificación a la(s) 
parte(s) que incumple(n) el fallo de tutela. 
 
7 
Comunicar a las partes afectadas El grupo de tutelas con apoyo del grupo de notificaciones del 
Centro de Servicios, de acuerdo con la  programación y 
asignación de la zona, procederá a entregar la(s) 
comunicación(es) personalmente al(los) requerido(s) en la 
dirección previamente identificada(s) por el juzgado, consignada 
en el documento.  
Surtido el trámite, el Centro de Servicios devuelve copia de la(s) 





Recibir respuestas y comunicaciones 
ya tramitadas  
La(s) respuesta(s) del incidente de desacato se recibe(n) por la 
ventanilla del grupo de recepción de tutelas del Centro de 
Servicios y luego pasa al grupo de tutelas para su clasificación y 
entrega al Juzgado que tramita el incidente de desacato para 




Comunicar al superior del 
responsable para que cumpla fallo 
Si no se obtiene respuesta alguna del(los) requerido(s), se libra 
por secretaría del Juzgado comunicación al superior de quien(es) 
incumple(n) el fallo de tutela, , resaltando en la comunicación que 
el cumplimiento del fallo deberá materializarse dentro de las 
cuarenta y ocho horas siguientes al recibimiento de la(s) 
comunicación(es), so pena de imponer las sanciones respectivas 
por desacato. 
  El Juzgado dicta fallo dentro de los diez días siguientes a la 
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presentación de la solicitud del incidente de desacato, de 
conformidad con la Sentencia C-367 de 2014. 
En caso de que el incidente de desacato haya sido reasignado, el 
término para emitir el fallo, corre a partir del recibimiento del 







Comunicar personalmente el fallo  
Iniciar el trámite de comunicación personal del fallo de incidente 
de desacato a más tardar al día siguiente de haber sido proferida 
la decisión. 
El trámite incluye, comunicar personalmente a: (i) responsable de 
cumplir el fallo de tutela (ii) representante legal o (iii) superior de 
quien tiene la obligación de hacer cumplir el fallo de tutela de 
la(s) parte(s) accionada(s) que incumplió (eron) y al accionante 
por el medio más expedito para informar sobre la expedición de la 
decisión.  
De no ser posible el contacto vía telefónica, fax o correo 
electrónico, se acudirá al envío de telegrama a la parte accionante. 
Las actas de comunicación debe realizarlas el secretario del 








Establecer sanción a la entidad que 
incumple fallo de tutela  
 
Si dentro de la decisión del incidente de desacato se establece que 
el(los) encargado(s) de cumplir el fallo se abstiene(n) de 
materializarlo, se impondrá una sanción de arresto y multa al 
superior jerárquico de quien tenía la obligación de cumplir la 
decisión, para lo cual se remitirán las diligencias ante los 
Juzgados del Circuito (Reparto) para su consulta. 
 
 
19 Nota: Fuente: Consejo Superior de la Judicatura, Sistema Penal Acusatorio de Bogotá, SGC, Grupo de calidad 
Jueces,  Control de Garantías SPA Fecha 25-02-2013 (p:2)  
Si bien en el iter hacia el reconocimiento y goce efectivo de los derechos fundamentales de 
los asociados que acuden a la jurisdicción, pareciera ser sencillo en vigor y aplicación de la 
primacía derecho sustancial, es en el procedimiento incidental cuando en ocasiones empiezan a 
enarbolarse las esperanzas de un trámite, que permita el goce efectivo de los derechos 
fundamentales invocados y que para el caso del derecho a salud, puede ejemplificarse en poder 
obtener un medicamento de gran trascendencia para una pronta recuperación . 
Lo anterior teniendo  en cuenta que  el  procedimiento incidental, encierra en su desarrollo la 
vigilancia estricta de la legalidad de los elementos intrínsecos de los derechos fundamentales de 
los protagonistas del mismo, esto es del accionante y  accionado u obligado, lo cual 
ineludiblemente somete el proceso a una tensión constante entre los derechos  del uno y del otro. 
Ejemplo de estas tensiones, es la existente entre el debido proceso y la notificación expedita 
pero efectiva, entre el derecho a la defensa y el cumplimiento a los términos de respuesta, entre 
la correcta individualización de los responsables de cumplir los fallos de tutela al interior de las 
entidades accionadas y la obligación de estas de mantener actualizadas las bases de datos  de 









20  DEFENSA  DE LAS EPS EN EL DESARROLLO DEL TRÁMITE INCIDENTAL. 
 
Primero se advertirá que si bien las etapas de requerimiento y decreto de pruebas, atrás 
esquemáticamente relacionadas, más que la oportunidad de defensa, buscan colocar al obligado 
en un contexto de presión compulsiva, a fin de cumplir con la medida de restablecimiento de 
derechos fundamentales ordenados por el Juez de tutela, sin que por tal hecho no se permita 
aportar, solicitar y practicar pruebas como ejercicio de descargo. 
Frente a esas posturas procesales  de defensa incidental, la Agencia Nacional  de Defensa 
Judicial (2015), tuvo oportunidad de analizar varias jurisprudencias constitucionales, 
sintetizando varias posibilidades así: 
 
“En este contexto, la defensa en el marco del incidente de desacato se centra 
en los hechos, informaciones o pruebas en relación con el cumplimiento de las 
órdenes o en la falta de claridad de la misma. Así, no habrá lugar a imponer 
sanción cuando la obligación que se deriva de una orden de tutela (i) no ha 
sido específica o determinada, (ii) no se ha dado la oportunidad de cumplirla a 
pesar de la buena fe del obligado, (iii) no ha sido precisa -porque no se 
estableció quien debe cumplirla o (iv) su contenido es difuso.  
 
Cuando la orden es clara, el obligado debe demostrar que realizó conductas 
para el cumplimiento de la orden, actuó de buena fe y no con el ánimo de 
evadir los mandatos. En este escenario, la defensa se puede centrar en aducir 
dificultad grave para cumplir la orden en aquellos casos que sea 
 
21 absolutamente imposible su cumplimiento, lo cual se debe demostrar. De esta 
forma, pueden alegarse situaciones especiales que pueden constituir causales 
exonerativas de responsabilidad dependiendo de cada caso concreto, es decir, 
debe tenerse en cuenta si ocurrieron circunstancias de fuerza mayor, caso 
fortuito o imposibilidad absoluta jurídica o fáctica para cumplir, las cuales 
siempre deben ser estudiadas a la luz del principio de la buena fe del 
demandado”. (p:89) 
Estrategias legales que  en uso del principio de lealtad procesal y en el supuesto contexto de 
un Estado en el que los derechos sociales realmente tienen prevalencia, son valederas y fomentan 
un litigio y un resultado jurídicamente soportable para los derechos fundamentales de quien 
recurre al instrumento, no ocurriendo así cuando se presentan artimañas, con amparo y abuso de 
figuras procesales creadas por la misma jurisprudencia, en el que se impone una inexorable 
conexidad entre quien figura como sancionado, su rol funcional  dentro de la entidad accionada y 
su capacidad para disponer todo lo administrativamente posible  para hacer cumplir el fallo 








22 EL CAMBIO DE REPRESENTACION LEGAL DE LA ENTIDAD OBLIGADA, 
COMO ASTUCIA PROCESAL DE ALGUNAS ENTIDADES PRESTADORAS DE 
SALUD, EN EL TRÁMITE POST-INCIDENTAL. 
 
Para nadie es un secreto que uno de los estados de cosas inconstitucionales  por violaciones 
masivas de derechos fundamentales, proviene del derecho a la Salud, específicamente desde la 
implementación de la ley 100 de 1993 y el papel de intermediación que las entidades prestadoras 
de salud desempeñan en el actual sistema, muchas obedeciendo a la mala gestión y 
administración y  ‘‘ (…)  por la dinámica de insostenibilidad financiera debido a los malos 
manejos de los recursos que lo financian, a los exagerados y malversados dinámica de 
insostenibilidad financiera debido a los malos manejos de los recursos que lo financian, a los 
exagerados y malversados recobros al Fosyga y a los diversos problemas institucionales y de 
regulación ’’ ( Rivera,2013, p. 113).  
Ahora, estas causas identificadas son las que en la mayoría de los casos originan la 
interposición de las acciones de tutela, recursos constitucionales que  transcurridos los términos 
de cumplimiento, se convierten en incidentes de desacato como se ha venido explicando, lo cual 
genera  inevitablemente una reacción de defensa por parte de la accionada, específicamente de su 
representante legal o de la persona que estatutariamente tenga la obligación de  representar la 
entidad jurídicamente hablando. 
Recordemos que el Juez constitucional en la etapa de requerimiento previo del trámite 
incidental, debe como primera medida identificar  a aquel quien tiene la obligación personal de 
cumplir o hacer cumplir el fallo al interior de la entidad de salud, a fin de valorar los motivos por 
los cuales se niega a dar cumplimiento de las ordenes contenidas en la parte resolutiva de la 
 
23 sentencia y encontrar si los mismos son excusables o por el contrario no sustentables y por lo 
tanto  reprochables judicial y administrativamente, al respecto manifiesta la Corte Constitucional 
en  sentencia T-271 de 2015,  respecto de la responsabilidad del juez. 
“Así mismo, el juez de tutela al tramitar el respetivo incidente tiene el deber 
constitucional de indagar por la presencia de elementos que van dirigidos a 
demostrar la responsabilidad subjetiva de quien incurre en desacato, por tanto 
dentro del proceso debe aparecer probada la negligencia de la persona que 
desconoció el referido fallo, lo cual conlleva a que no pueda presumirse la 
responsabilidad por el sólo hecho del incumplimiento. De acuerdo con ello, el 
juzgador tiene la obligación de determinar a partir de la verificación de la 
existencia de responsabilidad subjetiva del accionado cuál debe ser la sanción 
adecuada – proporcionada y razonable – a los hechos” ( p:18) 
Las EPS en cabeza del representante legal o del directivo encargado de hacer cumplir el fallo 
constitucional, después de realizar infructuosos esfuerzos argumentativos y al verse sancionado,  
y teniendo en cuenta que como lo dijo el diario el Espectador  en su publicación electrónica del 
20 de agosto de 2015 ‘‘cada cuatro minutos se interpone una tutela para invocar el derecho a la 
salud ’’, podrían verse igualmente sancionados en esa misma cantidad de ocasiones, acude a 
cambiar en su registro de cámara y comercio el nombre del representante legal de la entidad que 
de ahí en adelante responderá jurídica y administrativamente por  todas las obligaciones que le 
competen a la entidad, acto seguido procede a elevar la petición al respectivo despacho judicial 
que sancionó y registró la medida sancionatoria, argumentando que el nuevo representante legal 
o encargado de cumplir el fallo, ya no tiene ninguna injerencia administrativa ni personal al 
 
24 interior de la entidad y que por tal razón le resulta imposible jurídica y  materialmente 
responder  por la materialización del fallo. 
 
En la mayoría de los casos y con conocimiento de causa y teniendo en cuenta que la 
procedencia  de la solicitud, se limita al cumplimiento efectivo de las pretensiones del incidente,  
verificables directamente con el incidentante, lo que sucede en la mayoría de los casos,  y como 
una especie de requisito de procedibilidad, se recurre al Juez de tutela para accionar al despacho 
sancionador de primera y de grado jurisdiccional de consulta, invocando la protección de los 
derechos fundamentales de Libertad ( como consecuencia de la orden de arresto), buen nombre 
y habeas data( a razón de la información que se registra en las diferentes bases de datos como la 
procuraduría, o superintendencia de salud.)  , debido proceso (con fundamento en que ya no se 
ostenta ningún tipo de vinculación directa con la EPS o entidad obligada con el fallo). 
Petición de amparo que no cuesta sacar avante, la mayoría de los casos en pro del habeas data, 
pues por el simple cotejo que  realiza el Juez de tutela, del certificado de existencia y 
representación legal que se aporta como anexo de la acción, en donde se verifica y compara si en 
el actor, se encuentra radicado actualmente el deber y la responsabilidad de ejercer la 
representación legal de la entidad accionada o no,  concluyendo que en caso negativo, no tiene 
por qué aparecer información desactualizada, inveraz, de un sujeto cuya actividad no sigue 
siendo la misma, y cuyo poder dispositivo sobre la entidad para hacer cumplir los efectos de fallo 
cesó.  
 Ahora, no puede desconocerse que existe una tensión latente y que en la actualidad  el 
legislador se queda corta para apaciguar, cuando desde un punto de vista penológico la sanción 
incidental, podría asimilarse a un antecedente penal, pues basta que un agente del control 
 
25 policial, consulte en sus bases de datos, la cedula de un representante legal sancionado en un 
incidente de desacato, para proceder a la retener al funcionario y llevarlo a cumplir al lugar 
destinado para ello ( por lo general cuarteles, o escuelas de formación policial) los días que haya 
considerado el Juez constitucional. 
Tornándose entonces el registro de la sanción en un antecedente claramente penal, sin haberse  
agotado las etapas del proceso penal, sin haber sido vencido en juicio penal, sin haberse dado la 
oportunidad de aportar pruebas en un proceso penal, sino más bien en un procedimiento 
administrativo constitucional, como lo fue el incidente de desacato, a pesar de haberse 
garantizado en el mismo, todo tipo de prerrogativas fundamentales y procesales. Discusión que 
en todo caso, escapa a la deliberación del presente ejercicio académico, perteneciendo más al 
campo del derecho del delito y de las penas, sin que el mismo no deje de poner en jaque, las 
decisiones que al respecto se toman diariamente en los  despachos judiciales. 
Otro de los recursos que la misma constitución otorga, pero no precisamente para evadir 
responsabilidades, y que los representantes legales han hecho suyos, es el habbeas corpus, 
deprecando su inmediata liberación, bajo el argumento de ser ilógico y físicamente imposible, 
deprecar el cumplimiento de una acción de tutela, que requiere hechos positivos, u obligación de 
hacer, si a la vez se le tiene privado de la libertad, de aquel que debe responder por los mismos. 
 
Resultados y hallazgos 
No puede más que preocupar entonces el panorama que actualmente se vive en los escenarios 
judiciales constitucionales del país, por un lado se tiene que el Decreto 2591 de 1991 en su 
artículo 29 cuando ordena que  ‘‘dentro de los diez días siguientes a la presentación de la 
solicitud el juez dictará fallo ’’ y el articulo 86 del Constitución Política, cuando dispuso  que ‘‘ 
 
26 en ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución 
’’, imponen al juez de conocimiento constitucional, la obligación de fallar las acciones de tutela, 
en un plazo apremiante, so pena de incurrir en una falta grave por violación al  ‘‘deber de 
respetar, cumplir y hacer cumplir los mandatos superiores de la constitución, la Ley, y los 
reglamentos ’’, según el numeral 1 del artículo 153 de la Estatutaria de Justicia. 
 
Y por el otro la obligación impuesta  de resolver el trámite incidental  por la sentencia C-367 
de 2014, en  los mismos 10 días a partir de la apertura. 
 
  “ El inciso cuarto del artículo 86 de la Constitución, al disponer: “En ningún caso 
podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su 
resolución”, determina lo que es inmediato, valga decir, la máxima demora admisible 
para la acción de tutela. Así, pues, la solicitud de tutela debe resolverse de manera 
inmediata por el juez, sin que ello implique prescindir de los hechos y de su prueba, y 
esto bien puede ocurrir en un término menor al de diez días. Los diez días no son un 
término mínimo, sino un término máximo, que no se puede exceder en ningún caso”. 
 
Términos perentorios, obligatorios y de extrema vigilancia, que obligan al juez a dejar a un 
lado cualquier tipo de proceso ordinario que se encuentre revisando o fallando a pesar que los 
mismos sean de extrema y urgente necesidad, como lo puede ser resolver un crimen, una acción 
popular que afecta derechos colectivos, o una responsabilidad civil extracontractual, para 
dedicarse al conocimiento de un trámite cuyos efectos muchas veces terminan siendo inocuos, 
gracias a la figura de cambio de representación legal, como ha venido estudiándose, situación 
 
27 que no solo perjudica al mismo accionante- incidentante, sino a todo el conglomerado de 
personas que demandan justicia, pues lo único que esto genera es congestión judicial y dilatación  
de los términos para fallar, el resto de procesos a despacho de los jueces de tutela. 
 
A propósito de la congestión judicial el Consejo Superior de la Judicatura, Unidad de 
Desarrollo y Análisis Estadístico, para el año 2017, dictaminó que se encontraba en un 
porcentaje del 45%, la cual es ‘‘medida a partir de la acumulación de procesos que se genera en 
los despachos judiciales, por la no atención oportuna de los términos procesales, teniendo en 
cuenta el nivel de egresos efectivo del respectivo periodo y el inventario de asuntos a cargo del 
despacho ’’. Ahora, no es que pretenda este ejercicio académico, criticar el fundamento de esta 
preciada herramienta de protección jurídica, atribuyéndole todo tipo de males, sino por el 
contrario dejar una incógnita respecto de sus mecanismos de cumplimiento, de su categórica 
figura y del respeto que debe merecer a todos los sujetos que resulten obligados en la misma. 
Al respecto la  investigadora de la Universidad de Manizales, Dra Denis Rincón Grajales, en 
su artículo ‘‘Causas de la congestión en la Jurisdicción contencioso Administrativa de caldas ’’, 
respecto del concepto que sobre el tema tiene el señor Magistrado Augusto Morales Valencia, 
citó que  “Las acciones constitucionales, especialmente las de tutela y populares, impiden darle 
la agilidad deseada por funcionarios y usuario, a las demandas ordinarias”, en ese mismo 
documento y a manera de conclusión, la investigadora concluyó que: 
“El aumento de la interposición de la acción de tutela como mecanismo transitorio 
para evitar la evidente vulneración de derechos fundamentales por parte de 
entidades públicas, generando con ello que los ciudadanos acudan a la utilización 
 
28 de este mecanismo de garantía, lo que genera congestión y de paso morosidad para 
resolver los procesos ordinarios” 
 Ahora, como  uno de los objetivos primordiales de la presente producción intelectual, no solo 
es dejar planteado y expresado el problema jurídico objeto de investigación, sino  también  
aportar posibles soluciones desde la academia y con fundamento en los resultados y hallazgos, 
con la esperanza que sirvan de inspiración a los futuros legisladores, en búsqueda de un marco 
normativo afable a los intereses procesales  de quien recurre a la acción de tutela y en general a 
todos los usuarios del servicio público de administración de justicia. 
 
En ese entendido se pasan a enunciar una serie de herramientas, que de crearse estaremos 
seguros, podrían representar una mejoría sustancial a la efectividad de la acción de tutela, así 
como de su posterior incidente, permitiendo incluso que por la severidad de las mismas, los entes 
accionados o mejor dicho sus representantes legales, se abstengan de proceder con la negligencia 
y burla a la que nos tienen acostumbrados. 
 
Pues bien, el primero de ellos; la creación de una especie de figura de Policía  Administrativa 
o de interventor temporal, con poderes para ingresar a los espacios administrativos de la entidad 
obligada, para el caso en concreto de las EPS, con facultad de inspección, vigilancia, sustitución  
temporal ( con un tiempo delimitado , según lo ordene el juez constitucional en su fallo de tutela) 
en sus funciones al representante legal, con posibilidad de ordenación del gasto y de disposición 
de capital humano, comunicativo y de gestión, para hacer cumplir el fallo y garantizar los 
ordenamientos que de él se deriven, comenzando su gestión al día siguiente de la ejecutoria del 
incidente de desacato, es decir que tal figura se erigiría como respuesta a la responsabilidad 
 
29 subjetiva hallada, en cabeza del representante legal o del encargado de hacer cumplir los 
efectos del fallo al final del proceso sancionatorio. 
    Como segunda herramienta a implementar, se propone la creación de la figura de la 
solidaridad entre el representante legal saliente y el entrante, en virtud de la mala práctica que se 
ha venido estudiante, es decir que todos los efectos judiciales que fueron impuestos por cuenta de 
la sanción incidental, le sean totalmente aplicables y no oponibles, aplicándose de esta manera 
una especie de responsabilidad institucional y no individual, ahora, no puede desconocerse que 
para no violentar derechos de contradicción y defensa, debe concederse un plazo aunque 
garantista,  rígido ( si se tiene en cuenta que para ese momento, ya ha transcurrido el tiempo de la 
acción de tutela, tramite incidental y de consulta), para que haga las gestiones pertinentes 
tendientes a cumplir con la orden del Juez constitucional, vencido tal plazo sin encontrarse ante 
un hecho superado, los efectos pecuniarios y de restricción de libertad le serán aplicables 
automáticamente al nuevo regente de la entidad accionada. 
Opción jurídica procesal que limitaría a las EPS a cambiar con menos frecuencia y por 
verdaderos motivos administrativos y de reorganización, debiéndose dejar las cuentas pendientes 
saldadas antes de inscribir los nuevos representantes legales, so pena de heredar las sanciones 
privativas de libertad, multas, e investigaciones administrativas, disciplinarias y penales, de las 
que fueron objeto en la respectiva sanción. 
Finalmente, otra de las herramientas de presión que se podrían identificar para el respeto de 
los fallos constitucionales, que se propone luego del estudio  propuesto, es que desde la óptica 
del derecho de las penas, se comience a tomar que la orden de arresto constituye un antecedente 
si bien no penal, asimilable al mismo, con el fin de lograr que la sanción de arresto, se pueda 
registrar en un sistema de información nacional de la Policía Nacional, a fin de poder hacer 
 
30 efectiva la orden de detención cuando el obligado se encuentre en terminales de transporte, 
aeropuerto  y  fronteras, pues mientras que siga siendo una simple sanción administrativa no 
registrable en bases de información de búsqueda y control, seguirá siendo un ‘‘ canto a la 
bandera’’, como coloquialmente se conoce, pues limita la efectividad de la privación de la 
libertad a los castigados, siempre y cuando estos se encuentren en la sede administrativa de la 
entidad. 
 Proposición si bien lógica y posible, es de difícil acogimiento, pues recuérdese  que la misma 
Constitución Nacional en su artículo 248  precisó que ‘‘únicamente las condenas proferidas en 
sentencias judiciales en forma definitiva tienen la calidad de antecedentes penales y 
contravencionales en todos los órdenes legales. (Constitución política de Colombia Art 248.), 
pero no es para más, pues ¿Quién desconoce que nos encontramos en un estado de cosas 
inconstitucionales por violación masiva, reiterada y sin solución, de los usuarios del Sistema 
General de Salud?  
En definitiva, el Sistema legal y procesal constitucional Colombiano, requiere de una urgente 
modificación, que ponga freno a toda aquella práctica de las EPS y de sus representantes legales, 
que irrespetan las decisiones de los jueces constitucionales, abusando del derecho que la ley 
dentro de la autonomía de la voluntad empresarial les da para cambiar sus representantes legales, 
causando el decaimiento de las sanciones incidentales, lo cual no tiene cabida en un Estado 
Social de Derecho como el nuestro, en el que se supone debe prevalecer el interés general de los 
usuarios del sistema , sobre el particular de las Entidades prestadoras de Salud.  
 
Esta reflexión académica, nos lleva a creer que si el conglomerado encontrara   por lo menos 
acceso de calidad a los servicios de salud, en la que las ordenes de los jueces se respeten y logren 
 
31 una prevención estricta , de la no violación del derecho a la salud y vida en condiciones 
dignas, podríamos empezar a acariciar ese mundo de  ‘‘prosperidad general ’’; ‘‘orden  justo ’’ ; 
‘‘ convivencia pacífica ’’ y la ‘‘ vigencia de un orden social justo ’’, que nuestro constituyente  
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